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Ciudad de México, 13 de septiembre de 2022 - . Como Relator Especial de las Naciones Unidas sobre 

los Derechos Humanos de los Desplazados Internos, tengo el privilegio de realizar una visita oficial a 

México del 29 de agosto al 9 de septiembre de 2022, con el consentimiento del Gobierno de México. 

Mi visita tuvo como objetivo evaluar la situación de los derechos humanos de los desplazados internos 

en el país, incluida la violencia, los conflictos por la tierra, los proyectos de desarrollo y los desastres. 

Durante mi visita visité Chiapas, Chihuahua, Ciudad de México y Guerrero. También me reuní con 

funcionarios ejecutivos, legislativos y judiciales a nivel federal y estatal. También tuve la oportunidad 

de reunirme con víctimas de desplazados internos y comunidades afectadas por problemas, 

organizaciones de la sociedad civil, instituciones autónomas de derechos humanos, misiones 

diplomáticas, agencias de las Naciones Unidas y otras organizaciones internacionales. 

Quiero agradecer a la Secretaría de Relaciones Exteriores y del Interior (SEGOB) por su excelente 

cooperación en mi misión. y apertura al escrutinio internacional. Además, me gustaría aprovechar esta 

oportunidad para agradecer al Gobierno de México por copatrocinar la resolución sobre personas 

desplazadas internamente en el Consejo de Derechos Humanos por primera vez este año. También 

quisiera agradecer a los gobiernos de los estados de Chiapas, Chihuahua, Ciudad de México y Guerrero 

por permitirme entender su realidad. Agradezco a diversas organizaciones de la sociedad civil, 

especialmente víctimas del desplazamiento interno, incluidas mujeres, familiares de desaparecidos, 

miembros de pueblos y comunidades indígenas, periodistas, defensores de derechos humanos (DDH) 

y miembros de la comunidad LGBTI, que han compartido conmigo a lo que se enfrentan Dolorosa 

realidad. 

En 2019, el gobierno mexicano reconoció el desplazamiento interno en el país. La visita me hizo ver la 

complejidad de la situación, que requiere una atención integral, incluyendo medidas para prevenir, 

asistir y proteger a los desplazados internos con un enfoque de derechos humanos, diferenciado e 

transversal, y generar las condiciones para soluciones duraderas. 

Acojo con beneplácito la voluntad del Gobierno de tomar medidas concertadas para abordar las 

causas profundas del desplazamiento de conformidad con las normas internacionales de derechos 

humanos, incluidos los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos. Observo con especial 

interés el Plan Nacional de Derechos Humanos (2020-2024), que marca la pauta para el desarrollo de 

políticas públicas en materia de derechos humanos. Entre sus cinco objetivos prioritarios, asegura que 

se preste atención a las víctimas de graves violaciones de derechos humanos, incluidas las víctimas del 

desplazamiento interno forzado. 

Esta declaración proporciona sólo la opinión preliminar de mi visita. Tendré listo mi análisis completo 

y recomendaciones para el gobierno en los próximos meses para presentarlo al Consejo de Derechos 

Humanos de la ONU en junio de 2023. 

contexto 

Estas dos semanas son una oportunidad para conocer la enorme diversidad, complejidad y riqueza de 

México. México tiene un gobierno federal y 32 gobiernos estatales, lo que complica aún más el marco 

legal y la política pública. Durante mi visita, he notado que las causas del desplazamiento son 

multifacéticas y multifacéticas. Incluyen diferentes tipos de violencia, a menudo derivadas del crimen 



organizado, a veces vinculadas a proyectos de desarrollo, minería y tala ilegal, o conflictos por 

asignaciones presupuestarias, así como conflictos electorales, religiosos y agrícolas. Nuevamente, las 

razones incluyen factores como el cambio climático y los desastres exacerbados por la discriminación 

que afecta de manera diferente a las poblaciones más vulnerables. 

México se caracteriza por ser países de origen, tránsito, destino y retorno de migrantes, solicitantes 

de asilo, refugiados y desplazados internos, quienes se concentran principalmente en las ciudades 

fronterizas. Además, en algunas partes del país, el crimen organizado aterroriza y controla territorios 

y poblaciones a través de amenazas, intimidación y violencia. Algunos destacaron que el nivel de 

violencia que enfrentaba la población era tan alto que rara vez se realizaban estas investigaciones, 

incluso en los delitos más graves como el homicidio y la desaparición. Esto último se traduce en altos 

niveles de impunidad y falta de confianza en las autoridades, especialmente en el sistema de justicia 

penal. 

La violencia de género, incluido el feminicidio generalizado, crea una situación de especial 

vulnerabilidad a las amenazas, la intimidación y la violencia, incluida la violencia sexual contra las 

mujeres y las niñas. Las mujeres que conocí compartieron sus experiencias, el dolor de la 

desintegración familiar, la pérdida de su legado y sustento , y el severo impacto en su derecho a la 

salud. Las mujeres enfrentan diferentes impactos y, con el desplazamiento, muchas asumen 

repentinamente el rol de cabeza de familia y son responsables de proporcionar el sustento, la 

protección y la seguridad de la familia. 

Las personas LGBTI, especialmente las mujeres trans, enfrentan altos niveles de discriminación y 

estigma en cuanto al acceso a derechos. La falta de conciencia de género en la sociedad y la exclusión 

social y la pobreza a la que se enfrentan las deja muy vulnerables a los ataques indiscriminados de la 

sociedad. 

Según la sociedad civil, la presencia de niños, niñas y adolescentes fue mencionada en la mayoría de 

los casos de desplazamiento registrados en 2020. He recibido información de que algunas de estas 

personas son víctimas directas del reclutamiento forzoso por parte de grupos armados. Como niños y 

desplazados internos, son doblemente vulnerables. Además, la ruptura de las estructuras familiares y 

comunitarias los expone a un mayor riesgo de diversas formas de explotación, abuso y abandono. 

Aunque los pueblos y comunidades indígenas representan el 10 por ciento de la población total de 

México, más del 40 por ciento de los eventos de desplazamiento registrados por la sociedad civil en 

2020 afectaron a los pueblos indígenas. Los derechos de estos grupos se ven afectados de manera 

diferente debido a su singular vulnerabilidad, la falta de acceso a mecanismos de protección 

culturalmente pertinentes y el racismo. Me preocupa especialmente la falta de perspectivas 

interculturales y de género al centrarme en las mujeres aborígenes desplazadas. 

En este sentido, observo con satisfacción la labor legislativa de los poderes ejecutivo y legislativo a 

nivel federal, que condujo a la aprobación de la Ley General de Prevención Integral, Resolución y 

Reparaciones Internas por la Cámara de Diputados. Desplazamiento de fuerza. El proyecto de ley 

general, junto con otras iniciativas legislativas, se encuentra actualmente en estudio en el Senado. 

Durante mi visita, el Senado se comprometió a aprobarlo para fin de año. 

proyecto de ley general 

El desarrollo de legislación en este sentido es un paso importante hacia el reconocimiento formal del 

problema y el cumplimiento del papel principal del Estado en la atención integral al problema del 



desplazamiento interno. Por lo tanto, es crucial adoptar y reflejar los estándares del derecho 

internacional de los derechos humanos lo antes posible. 

Las leyes específicas deben delimitar claramente las facultades según las etapas del desplazamiento, 

los mecanismos de coordinación entre los tres niveles de gobierno y los órganos constitucionales 

autónomos. Asimismo, los desplazados internos y las organizaciones de la sociedad civil deben ser 

debidamente consultados en todas las decisiones que los afecten, incluido el desarrollo de leyes e 

instrumentos específicos que reflejen sus principales preocupaciones y recomendaciones. 

Una vez aprobadas las leyes específicas, se deben establecer los mecanismos necesarios para su 

funcionamiento y plena implementación. Debe haber un punto de contacto claro para coordinar la 

respuesta e identificar puntos de contacto en diferentes agencias para salvaguardar los derechos de 

los desplazados internos de manera transversal. 

Finalmente, toda legislación y política pública debe ir acompañada de un presupuesto adecuado. 

Como señaló un senador durante mi visita al Senado de la República: “De nada sirve ir al médico y 

tener la mejor receta médica si no se tienen los recursos para comprar medicamentos”. Lo mismo 

ocurre con la legislación. No se trata solo de la claridad y seguridad jurídica de las disposiciones legales, 

sino también de contar con los recursos financieros y operativos para implementar la ley en tiempo y 

forma. 

En relación con las gestiones que está realizando el Senado de la República Mexicana para aprobar un 

proyecto de ley general sobre la protección de los desplazados internos, propongo 1aprobar el acta de 

aprobación del proyecto de ley, que conducirá a la promulgación definitiva de la ley. 

Marco legislativo y de políticas para las víctimas 

Al mismo tiempo, la Ley de Víctimas del Común estableció el Sistema Nacional de Víctimas, integrado 

por los ministerios y la Comisión Ejecutiva de Víctimas (CEAV), con el objetivo de reconocer y 

garantizar los derechos de las víctimas de delitos y violaciones de derechos humanos. La Ley es un 

marco general para la protección de las víctimas y una herramienta altamente complementaria a la 

capacidad de la CEAV para reconocer el propósito de protección y asistencia a las personas 

desplazadas internas. 

Debido a los desafíos para obtener el "estado de víctima", he recibido información de desplazados 

internos sobre las dificultades para acceder de manera oportuna a los registros de víctimas a nivel 

nacional y estatal, ya que a nivel federal y en la mayoría de los estados, el desplazamiento arbitrario 

no existe sin Constituir un crimen. Además, he sido informado de que, en el caso de violaciones de 

derechos humanos, el "estado de víctima" solo se otorga después de una recomendación de un órgano 

autónomo de derechos humanos. Esto impide que los desplazados internos tengan acceso oportuno 

a los servicios que se supone que los Comités de Atención a las Víctimas les deben proporcionar como 

víctimas. 

Es necesario considerar otras leyes complementarias, como la Ley de Protección de Defensores de 

Derechos Humanos y Periodistas, que reconoce que el desplazamiento puede ser la base para su 

protección ante la ley. 

Los mecanismos de protección antes descritos son fundamentales para el reconocimiento de las 

personas y comunidades como víctimas del desplazamiento interno. Sin embargo, las limitadas 

 
1Un documento que contiene un proyecto de ley o decreto que ha sido aprobado por la Cámara de Origen y 
presentado a la Cámara de Revisión para su consideración y posible aprobación. 



estadísticas gubernamentales disponibles y los testimonios que he recibido sugieren que un gran 

porcentaje de los desplazados internos no acuden a las autoridades para denunciar o utilizar estos 

mecanismos o temen represalias del crimen organizado debido a su desconfianza hacia las 

autoridades. Por lo tanto, es importante reconocer quiénes son desplazados internos, no solo aquellos 

que son legalmente reconocidos como desplazados internos por estos mecanismos, sino también 

aquellos que no los usan o dejan de usarlos. 

En cuanto a la legislación, también quisiera señalar que la Ley General de Defensa Civil y la Ley General 

de Cambio Climático están relacionadas con el desplazamiento interno en el país. Animo su 

implementación adecuada para reducir el riesgo y minimizar los efectos adversos de los desastres y el 

cambio climático. 

Por lo tanto, las leyes antes mencionadas deben ser efectivamente implementadas y armonizadas con 

otras leyes sobre desplazamiento interno, como la Ley General de los Derechos de la Niñez y la 

Adolescencia. En este sentido, acojo con beneplácito el análisis del marco normativo y de políticas 

públicas a nivel federal en México para que la SEGOB, junto con ACNUR, brinden atención y protección 

integral a los desplazados internos. Esto constituye una base de referencia útil para identificar 

instrumentos legales a nivel nacional que necesitan ser armonizados. 

Datos oficiales y registro 

México aún no cuenta con datos nacionales oficiales y desagregados, que permitan conocer la 

magnitud del desplazamiento interno del país y la situación general de los desplazados internos. En 

este sentido, reconozco los esfuerzos de las autoridades, incluyendo el Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía (INEGI), el Consejo Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas 

(CONAPO) y la Unidad de Política Migratoria, Registro de Personas e Identidad (UPMRIP) , académicos 

a nivel federal y estatal Agencias y organizaciones de la sociedad civil monitorean y recopilan 

información o generan estadísticas de desplazamiento. Los datos oficiales basados en un enfoque 

armonizado de recopilación de datos cuantitativos y cualitativos son esenciales para la formulación 

de políticas públicas. 

Por otro lado, es importante crear un registro federal único de desplazados internos además del 

registro a nivel estatal. El registro debe incluir no solo a las personas legalmente reconocidas como 

víctimas, sino también a aquellas que no han recibido dicho reconocimiento legal pero que se 

encuentran efectivamente desplazadas. En particular, el registro no debe conferir ningún estatus 

legal, pero debe tener el propósito de promover la protección y asistencia de acuerdo con las 

necesidades individuales y colectivas de los desplazados internos. 

Judicial 

El poder judicial juega un papel importante en la protección de los derechos de las personas 

desplazadas. Agradezco al poder judicial federal por sus esfuerzos para publicar el Manual sobre 

desplazamiento interno, preparado en conjunto con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 

los Refugiados (ACNUR) y el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), que recopila estándares 

internacionales y regionales clave. A pesar de su reciente publicación, me complace señalar que el 

manual ha sido utilizado por la Corte Federal para emitir dos importantes decisiones de "protección 

constitucional", reconociendo las violaciones de los derechos humanos contra los desplazados 

internos y ordenando a varias autoridades federales y estatales que tomen medidas de reparación. 

Aliento el fortalecimiento de la Defensoría Pública Federal, que juega un papel importante en la 

defensa de los derechos humanos de los desplazados internos . 



instituciones autónomas de derechos humanos 

También me reuní con la Comisión Nacional de Derechos Humanos y cinco comisiones estatales de 

derechos humanos. Su labor fundamental en la promoción y protección de todos los derechos 

humanos, cuando se ejercen adecuadamente, es vital para la paz, la estabilidad y la prevención de la 

violencia, uno de los principales motores del desplazamiento interno en México. Las instituciones 

autónomas de derechos humanos adoptan medidas importantes para hacer frente a las violaciones 

de derechos humanos (A/HRC/41/40, párr. 37), entre las que destaco las recomendaciones y medidas 

preventivas, el seguimiento efectivo y su función de mediación en casos de conflicto. No obstante, soy 

consciente de las limitaciones presupuestarias y de recursos humanos que enfrentan para 

desempeñar sus funciones de manera plena y oportuna para ayudar a los desplazados internos. 

sociedad civilizada 

Me reuní con organizaciones de la sociedad civil, incluidas organizaciones religiosas y académicas. 

Elogio y reconozco su papel fundamental en la promoción, protección y defensa de los derechos 

humanos, así como su labor de incidencia para visibilizar la situación de desplazamiento interno en 

México. Defensores de derechos humanos y periodistas, incluidas mujeres víctimas de violencia de 

género, también son reubicados a la fuerza debido a amenazas, agresiones, criminalización y otros 

ataques, que lamentablemente quedan en gran parte impunes. 

El desplazamiento de los defensores de los derechos humanos y los periodistas a veces es causado por 

las protecciones impuestas por los mecanismos de protección de los defensores de los derechos 

humanos y los periodistas, o por las propias personas en riesgo. A la fecha, el mecanismo cuenta con 

84 medidas de refugio activo. Si bien esto último puede aplicarse en situaciones donde no se han 

identificado otras alternativas para proteger vidas, las consecuencias pueden ser nefastas, 

especialmente cuando no se orienta desde las primeras etapas a generar la posibilidad de un retorno 

seguro. Me sumo a los llamados de organizaciones y víctimas que subrayan la necesidad de fortalecer 

los mecanismos mencionados y garantizar que los planes de protección se implementen en su 

totalidad, incluidas medidas que adopten un enfoque transformador, destinadas a abordar los 

factores estructurales del riesgo y, en algunos casos, nacionales. desplazado. 

Marco legal e institucional a nivel estatal 

Acojo con beneplácito la aprobación de la Ley de Atención y Prevención del Desplazamiento Interno 

del Estado de Chiapas en 2012, la primera ley estatal para proteger a los desplazados internos, y la 

inauguración del Comité Integral de Desplazamiento Interno del Departamento de Estado a fines de 

2018. De Recibido En algunos casos, el Consejo de Seguridad ha sido capaz de proporcionar asistencia 

humanitaria de manera oportuna. No obstante, se necesitan asignaciones presupuestarias adecuadas 

y sostenidas para ayudar a los desplazados internos. También alentamos al Gobierno del Estado de 

Chiapas a adoptar un marco legal y regulatorio para desarrollar reglas claras para abordar el 

desplazamiento interno de una manera culturalmente apropiada. Asimismo, señalamos que si bien el 

delito de desplazamiento arbitrario no se encuentra tipificado a nivel local, la Fiscalía General de 

Justicia de Chiapas cuenta con protocolos específicos para la investigación de delitos relacionados con 

el desplazamiento interno. 

En Chihuahua, celebro la finalización del primer ejercicio de análisis de múltiples partes interesadas. 

Este esfuerzo de colaboración es crítico, y me dijeron que este trabajo ayudará a promover y diseñar 

políticas públicas basadas en evidencia. Agradezco especialmente la participación del Instituto 

Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) en la realización de la primera encuesta de este tipo, que 

servirá como componente cuantitativo de este trabajo. Cabe señalar que, dos días antes de mi visita 



a Chihuahua, se estableció como mecanismo de coordinación la Comisión de Desplazamiento Interno, 

la cual es fundamental para una mejor respuesta y debe contar con la participación de los desplazados 

internos. Asimismo, la Asamblea Legislativa del Estado de Chihuahua se encuentra considerando una 

iniciativa para reformar el código penal con miras a tipificar como delito el desplazamiento arbitrario. 

Animo a la discusión y aprobación de la misma. También señalo la existencia de un acuerdo para 

investigar delitos relacionados con el desplazamiento interno. 

Si bien la Ciudad de México no cuenta con una ley específica sobre desplazamiento interno, su 

Constitución Política, aprobada en 2017, reconoce a las víctimas del desplazamiento forzado (artículo 

20.6) y obliga a las autoridades estatales a promover, respetar, proteger y garantizar sus derechos. 

En cuanto a Guerrero, en 2014 el estado aprobó la Ley No. 487 para prevenir y atender el 

desplazamiento interno en el estado de Guerrero. La legislatura estatal ha mostrado voluntad política 

para revisar y actualizar esta legislación en respuesta a la situación actual. Recomiendo que el proceso 

incluya a los desplazados internos y que también se avance en los mecanismos normativos y de política 

pública para tener una respuesta operativa adecuada y recursos financieros adecuados. Reconozco 

que las medidas tomadas por el Congreso de Guerrero para tipificar como delito el desplazamiento 

interno forzado, principalmente a través de la entrada en vigencia del artículo 220 bis del Código Penal 

Nacional, podrían ser una importante medida preventiva si se implementan correctamente. 

En todos estos países, si bien los gobiernos pueden haber respondido al desplazamiento interno a 

través de marcos legislativos o regulatorios y agencias de coordinación, deben ir más allá de las 

estrategias o agencias a nivel estatal que brindan servicios a través de ministerios individuales. Estas 

estrategias deben basarse en un análisis de las características específicas del desplazamiento interno 

asociado con cada estado, teniendo en cuenta el desplazamiento interno del estado, así como la 

recepción del estado de desplazados internos de otros estados, que pueden incluir personas en 

tránsito. Además, se debe prestar la debida atención a la prevención de situaciones que desencadenen 

el desplazamiento interno y la búsqueda de soluciones duraderas para los desplazados internos. 

Acción de Gobierno: Prevención, Protección y Soluciones Duraderas 

Los Estados deben tomar medidas de conformidad con los Principios Rectores de los Desplazamientos 

Internos, teniendo en cuenta todas las etapas del desplazamiento interno. 

prevención 

En particular, destaco el papel del Tribunal de Tierras en la prevención y resolución de conflictos 

territoriales y de tierras a través de su papel jurisdiccional en la verificación de la legalidad de los 

contratos. Asimismo, durante su visita a Chihuahua, las organizaciones de la sociedad civil destacaron 

que los planes de contingencia facilitados por el Mecanismo para la Protección de Defensores de 

Derechos Humanos y Periodistas incluyeron acciones encaminadas a prevenir el desplazamiento de 

los pueblos indígenas de sus comunidades de origen. Por ejemplo, esto ha inspirado iniciativas de 

diagnósticos estatales para apoyar la política pública en el estado. En la Ciudad de México, por su 

naturaleza propensa a los desastres, recomiendo la institucionalización de medidas de mitigación de 

riesgos y simulacros de preparación para la población para minimizar el impacto de los desastres, 

incluido el desplazamiento. 

Por otro lado, he recibido testimonios de personas cuyas solicitudes de intervención no fueron 

debidamente atendidas por las autoridades competentes y terminaron teniendo que trasladarse 

como medida de autoprotección. Observé que no existían mecanismos de alerta temprana a nivel 

comunitario para situaciones de violencia o violaciones de derechos humanos que pudieran derivar 



en desplazamiento interno. Además, las autoridades a nivel municipal y estatal no realizaron de 

manera sistemática evaluaciones de riesgo de violencia que pudieran conducir al desplazamiento 

interno. Hago hincapié en la importancia de la alerta temprana y animo a los gobiernos de todos los 

niveles a explorar tales mecanismos. 

Si bien reconozco algunos esfuerzos para promover la participación de los desplazados internos, 

particularmente a través de mesas de diálogo sobre agricultura o conflictos territoriales, destaco la 

necesidad de garantizar la participación plena, informada y efectiva de todos los grupos afectados y 

asegurar que los acuerdos alcanzados tengan el debido seguimiento. . Asimismo, tomo nota de la 

iniciativa de la SEGOB para desarrollar protocolos de prevención ante situaciones que den lugar al 

desplazamiento interno. 

Proteger 

El reconocimiento de los desplazados internos en México debe ir acompañado de medidas de 

protección que abarquen a todos los desplazados internos y tomen en cuenta sus necesidades 

específicas de protección, independientemente de que el gobierno los reconozca como "situación de 

víctima". 

Un enfoque integrado permitirá medidas de protección para garantizar los derechos civiles, políticos, 

económicos, sociales y culturales de los desplazados internos, en particular con respecto a su 

seguridad y provisión de vivienda, alimentación culturalmente apropiada, agua y saneamiento, 

educación y servicios de salud. , incluida la salud sexual y reproductiva y la atención psicológica. 

Quisiera llamar la atención del Gobierno sobre la necesidad de garantizar el reconocimiento de la 

personalidad jurídica de los desplazados internos. Muchos desplazados internos me hablaron de las 

barreras para el acceso de los niños a la educación básica, incluso debido a la falta de documentos de 

identidad y prueba de residencia. Al respecto, tomo nota del registro de visitantes de la Ciudad de 

México (registro de visitantes que regresan - personas móviles que regresan a la Ciudad de México, 

dirigido a facilitar el ejercicio de los derechos fundamentales por parte de estas personas) como una 

medida para facilitar la adquisición de derechos para las personas. que no cuentan con dicha 

documentación y recomienda una implementación más amplia del mecanismo. 

Muchos también me han señalado que sus propiedades abandonadas están ocupadas y, a menudo, 

destruidas o quemadas. En este sentido, los Estados deben tomar las medidas apropiadas para 

proteger los derechos de vivienda y propiedad de los desplazados internos. 

Recomiendo encarecidamente una mayor coordinación entre las diferentes agencias y niveles de 

gobierno para asegurar la participación activa de los desplazados internos en las decisiones que 

puedan afectarlos. Para hacer esto, las herramientas deben diseñarse para facilitar la comunicación y 

proporcionar mecanismos claros de propiedad y participación para cada herramienta. 

solución duradera 

Se pueden lograr soluciones duraderas cuando los desplazados internos ya no necesitan asistencia o 

protección específica relacionada con su desplazamiento y pueden disfrutar de sus derechos humanos 

sin discriminación debido al desplazamiento. 

Si bien muchos han expresado el deseo de regresar a sus comunidades de origen, existe el temor 

debido a la falta de seguridad. Como solución duradera, los Estados deben garantizar retornos 

seguros, dignos y voluntarios. Dada la inseguridad general en su lugar de origen, muchos desplazados 

internos han expresado su voluntad de integrarse o reasentarse allí, siempre que puedan comenzar 



de nuevo con un medio de vida o un pedazo de tierra. En todos estos casos, las personas afectadas 

deben participar en la planificación y gestión de su integración local o reasentamiento. Esto no excluye 

el derecho de los desplazados internos a buscar protección, incluso fuera de México. 

Un aspecto esencial para lograr soluciones duraderas es el acceso a la justicia, especialmente cuando 

el desplazamiento está vinculado a delitos o violaciones de derechos humanos. En este sentido, este 

derecho de los desplazados internos debe ser promovido mediante una amplia difusión de 

información sobre cómo utilizar el mecanismo de denuncia y agilizar el proceso. Asimismo, en el 

contexto de conflictos históricos como el de Chiapas, la justicia transicional es clave para lograr una 

solución duradera. El derecho a la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de que nunca más 

volverá a ocurrir es un elemento disuasorio para el desplazamiento forzado en el futuro. 

La restitución de viviendas, tierras y propiedades, las reparaciones por posibles violaciones y el 

enjuiciamiento penal de los perpetradores desplazados son fundamentales para lograr soluciones 

duraderas. Los derechos a la vivienda, la tierra y la propiedad deben realizarse de manera 

culturalmente apropiada y permitir que los desplazados internos satisfagan sus necesidades de 

subsistencia, especialmente para las personas y familias pertenecientes a pueblos y comunidades 

indígenas. Así, el derecho internacional reconoce los derechos territoriales de los pueblos indígenas, 

quienes enfrentan situaciones agravadas por el desplazamiento por su especial apego a las tierras, 

territorios y recursos que tradicionalmente poseen. 

Uno de los criterios para medir el progreso hacia soluciones duraderas es el criterio de participación 

igualitaria con la población residente en todos los niveles de los asuntos públicos. En este sentido, 

reconozco como una buena práctica la decisión del Tribunal Judicial Federal Electoral (TRIFE) a favor 

de varios pueblos indígenas desplazados en el Estado de Chiapas que pudieron ejercer su derecho al 

voto. El derecho de los desplazados internos a participar en el proceso electoral, en particular el 

derecho a votar y ser elegidos, sigue siendo una actividad importante en el ejercicio de su ciudadanía 

en México a pesar de su desplazamiento interno y es clave para su integración a la sociedad. 

Para concluir, quisiera reiterar que estas observaciones preliminares surgen de la voluntad política de 

las autoridades mexicanas de abordar el tema del desplazamiento interno en el país y asegurar la 

participación de sus ciudadanos desplazados internos en el desarrollo y transformación del país. Sin 

embargo, mis observaciones de debates en profundidad y trabajo de campo también ilustran las 

complejidades de las situaciones de desplazamiento interno y los desafíos que plantean. Animo a 

continuar e intensificar los esfuerzos para una respuesta pertinente y adecuada basada en el firme 

respeto de los derechos humanos. 

Una vez más, me gustaría agradecer al gobierno mexicano, tanto a nivel federal como estatal, por su 

cooperación para hacer posible esta visita y por la confianza depositada en mí por parte de los 

desplazados internos y la sociedad civil. Subrayo mi deseo de continuar el compromiso constructivo 

establecido entre mi mandato y México para proteger los derechos humanos de los desplazados 

internos. 

 

Gracias. 

 


